TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


   Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


   Pereira, junio diez (10) de dos mil dieciséis (2016) 


   Acta No. 272 del 10 de junio de 2016


   Expediente No. 66001-31-03-002-2015-01117-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 3 de mayo, por medio del cual sancionó a las Dras. Alicia Rueda Rojas y Beatriz Carmenza Ochoa Osorio, en su orden Subdirectora de Reparación Individual y Subdirectora de Prevención y Atención de Emergencias de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con tres días de arresto y multa de tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, por desacato a un fallo de tutela.

ANTECEDENTES
Mediante sentencia proferida el 19 de noviembre del año pasado, el referido juzgado concedió el amparo solicitado por el señor Mario Humberto Vergara Valencia y ordenó a la Subdirectora de Reparación Individual de la UARIV, en el término de quince días, informar al accionante “la forma y el tiempo en que recibirá la indemnización”; a la Subdirectora de Asistencia y Atención Humanitaria de la misma entidad, mandó brindarle el debido acompañamiento y pueda este acceder a las ayudas que por ley tiene derecho. 
El 15 de enero último el demandante informó que aún no se había obedecido tal orden.

Por auto de 21 de ese mismo mes se dispuso requerir a las funcionarias accionadas para que manifestaran si acataron el fallo de tutela y a sus superiores jerárquicos para que lo hicieran cumplir e iniciaran las acciones disciplinarias correspondientes. Este último requerimiento se reiteró en una ocasión más por auto de 22 de febrero, en el que se incluyó a la Directora General de la UARIV, en calidad de superiora jerárquica de los funcionarios remisos. No hubo pronunciamiento.
En proveído del 8 de marzo siguiente se dispuso abrir incidente por desacato y correr traslado a las citadas funcionaras por el término de cinco días, para que ejercieran su derecho de defensa.
El Director de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV informó que esa Unidad se encuentra adelantando el proceso de identificación de carencias, el cual determinará en qué etapa de atención deberá ser atendido el hogar o si por el contrario no es la atención humanitaria la medida de asistencia que requiere, y como se encuentra acreditada la gestión realizada, solicita se declare la carencia de objeto por hecho superado al haber cumplido el fallo de tutela.
El 7 de abril, a solicitud del accionante, se ordenó suspender las diligencias hasta el 28 del mismo mes, fecha en la cual se cumplían los 25 días hábiles que la accionada le indicó para hacerle entrega de las ayudas humanitarias a que tenía derecho.
El 3 de mayo se dictó el auto objeto de consulta.

En esta sede se pronunciaron el Director de Gestión Social y Humanitaria y la Directora de la Dirección de Reparación de la UARIV, para manifestar que la solicitud presentada por el accionante fue contestada de manera clara y de fondo con oficio radicado No. 201672023655131 de fecha 23 de mayo de este año, en el que se informó sobre la procedencia de viabilizar la entrega de atención humanitaria, la que se materializó con el envío de un giro disponible para su cobro desde el 17 de mayo de 2016, y que su indemnización administrativa, en aplicación de los criterios de disponibilidad presupuestal, sería reconocida y pagada el 31 de julio de 2019. Solicita se revoque el referido auto y se archive el trámite incidental, por cumplimiento del fallo de tutela
.
C O N S I D E R A C I O N E S

El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”

En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante fallo de 19 de noviembre del año pasado, se ordenó a la Subdirectora de Reparación Individual de la UARIV, dar respuesta al accionante sobre la forma y el tiempo en que recibirá su indemnización, y a la Subdirectora de Asistencia y Atención Humanitaria de la misma entidad, le brindara el debido acompañamiento para que accediera a las ayudas que por ley tiene derecho.
Ante la manifestación del demandante de no haberse cumplido tal orden y la ausencia de pruebas que demostraran lo contrario, se abrió el incidente. Luego se dictó la providencia objeto de consulta.

En esta sede se acreditó el cumplimiento de la sentencia constitucional. En efecto, el Director de Gestión Social y Humanitaria y la Directora de la Dirección de Reparación de la UARIV suscribieron el oficio radicado No. 201672023655131 del 23 de mayo de 2016, por medio del cual le informan al demandante que la entrega de atención humanitaria se materializó con el envío de un giro disponible para su cobro desde el 17 de mayo de 2016, y que en relación con su indemnización administrativa, teniendo en cuenta la capacidad presupuestal con la que cuenta la UARIV, solo es posible asignarle un turno de entrega de la reparación para el 31 de julio de 2019, ya que además, “el pago de la indemnización administrativa prioritario está supeditado a la verificación de los criterios de priorización”
. Tal respuesta fue remitida el 23 de mayo último
 y recibida el 8 de junio, tal como puede establecerse con la guía de trazabilidad Nº RN576677546CO
.
Significa lo anterior que el derecho vulnerado al demandante se encuentra satisfecho en la actualidad.

No obstante que la orden contenida en la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto consultado, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 3 de mayo de 2016, en la acción de tutela instaurada por el señor Mario Humberto Vergara Valencia. En su lugar, se abstiene de sancionar a las Dras. Alicia Rueda Rojas y Beatriz Carmenza Ochoa Osorio, en su orden Subdirectora de Reparación Individual y Subdirectora de Prevención y Atención de Emergencias de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo de tutela.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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